
 
Señor  
TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL  
La Ciudad  
 
 
Demanda:  ACCIÓN DE TUTELA  
Accionante:  ELSA VELASCO LOPEZ  
Accionado:  COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL - UNIVERSIDAD LIBRE- MINISTERIO DE 
TRANSPORTE 
 
 
ELSA VELASCO LOPEZ, mayor de edad identificada con la Cédula de Ciudadanía N°34.558.250, 
actuando en mi propio nombre, al señor juez con todo respeto manifiesto que por medio del 
presente escrito interpongo ACCIÓN DE TUTELA, contra la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 
- UNIVERSIDAD LIBRE- MINISTERIO DE TRANSPORTE, con fundamento en las razones que, tanto de 
hecho como de derecho, procedo a exponer: 
 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

Primero-. La CNSC publicó la convocatoria No. 2247 de 2022 denominada ENTIDADES DEL ORDEN 
NACIONAL 2022, de la OPEC No.178728 del Ministerio de Transporte para desempeñar el cargo 
ROFESIONAL ESPECIALIZADO CODIGO 2028 GRADO 15.  

Segundo-. Soy empleada del Ministerio de Transporte según la Resolución No. 0011370 del 10 de 
diciembre de 2012 y posesionada con Acta del 13 de diciembre de 2012 en el cargo de PROFESIONAL 
UNIVERSITARIO, Código 2044, Grado 03, de la planta de personal global, asignándola al Grupo 
Contabilidad. 
 
Resolución No. 004416 del 27 de octubre de 2015, me nombraron en encargo, en el empleo de 
PROFESIONAL UNIVERSITARIO, código 2044, grado 09, del Grupo Contabilidad de la Subdirección 
Administrativa y Financiera, posesionada con Acta No. 092 del 17 de noviembre de 2015 hasta el 04 
de junio de 2019.  
 
Con la información anterior, se evidencia que mi experiencia especifica en el área de Contabilidad 
en el Ministerio de Transporte inició desde el 13 de diciembre de 2012 hasta el 04 de junio de 2019, 
tiempo que corresponde a seis (6) años, 5 meses y 22 días que corresponde a 77 meses de 
experiencia profesional, como lo confirma la certificación laboral. 
 
Tercero-. Con ocasión de la publicación de la Convocatoria N°2247 de 2022, publicada en la página 
web de la Comisión Nacional del Servicio Civil, me inscribí como aspirante al cargo referido en el 
Empleo N°178728, correspondiente a “PROFESIONAL ESPECIALIZADO CODIGO 2028 GRADO 15”  

Cuarto-. De acuerdo con lo anterior, advirtiendo que superé todas y cada una de las etapas que 
integraban la Convocatoria N° 2247 de 2022, la Comisión Nacional del Servicio Civil, a los resultados 
publicados a través de SIMO el día 16/11/2022, Verificación de requisitos mínimos, en donde salí 
NO ADMITIDO.  



Quinto-. Señor juez para el caso en particular no tuvo en cuenta que tanto el artículo 2.2.2.5.1 del 
Decreto 1083 de 2015 - Estatuto de Carrera Administrativa, como el artículo 3 de la Resolución 
0005045 de 2018 del Ministerio de Transporte - Manual de funciones, contemplan equivalencias 
entre estudios y experiencia. Que para el cargo ofertado se debe aplicar la equivalencia de 2 años 
de experiencia por el posgrado en la modalidad de especialización.  

Sexto-. Se ha vulnerado el principio del DEBIDO PROCESO, Los requisitos enunciados en la 
Resolución 0005045 del 07/11/2018, para desempeñar el cargo Profesional Especializado código 
2028 grado 15 son:  

6.1. Según certificación anexa en SIMO desde el mes de abril de 2022, la experiencia certificada por 
el Ministerio de Transporte es la siguiente:  

6.2. El artículo tercero de la resolución No. 5045 del 07/11/2018 establece lo siguiente: 
“Equivalencias entre estudios y experiencia. Atendiendo lo previsto en el artículo 2.2.2.5.1 del 
decreto 1083 de 2015, de acuerdo con la jerarquía, las funciones, las competencias y las 
responsabilidades de cada empleo, serán aplicables las siguientes equivalencias: 1. Para los empleos 
pertenecientes a los niveles Directivo, Asesor y Profesional. El Título de postgrado en la modalidad 
de especialización por: - Dos (2) años de experiencia profesional y viceversa, siempre que se acredite 
el título profesional; o - Título profesional adicional al exigido en el requisito del respectivo empleo, 
siempre y cuando dicha formación adicional sea afín con las funciones del cargo; o, - Terminación y 
aprobación de estudios profesionales adicionales al título profesional exigido en el requisito del 
respectivo empleo, siempre y cuando dicha formación adicional sea afín con las funciones del cargo, 
y un (1) año de experiencia profesional…” (Subrayado fuera del texto)  

Once-. De acuerdo con lo anterior, se colige que la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL - 
UNIVERSIDAD LIBRE- MINISTERIO DE TRANSPORTE, al actuar en la forma en que lo ha venido 
haciendo ha vulnerado mis derechos FUNDAMENTALES AL TRABAJO, A LA PRESUNCIÓN DE LA 
BUENA FE, AL DEBIDO PROCESO, a LA CONFIANZA LEGÍTIMA y a la IGUALDAD, por esto recurro 
ante su Despacho para que cese esta violación, en las circunstancias de tiempo, modo y lugar 
descritas en los hechos.  

 

DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

 

Es preciso señalar que la actuación de la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL - UNIVERSIDAD 
LIBRE- MINISTERIO DE TRANSPORTE al negarse a realizar mi nombramiento en el cargo de 
PROFESIONAL ESPECIALIZADO CODIGO 2028 GRADO 15, desconociendo los requisitos establecidos 
para el cargo en mención; ha vulnerado mis derechos FUNDAMENTALES AL TRABAJO, A LA 
PRESUNCIÓN DE LA BUENA FE, AL DEBIDO PROCESO, a LA CONFIANZA LEGÍTIMA y a la IGUALDAD, 
desconociendo la Constitución y la Ley, razón por la cual puedo acudir al mecanismo de amparo 
previsto en el artículo 86 de la Constitución Política.  

 

 



1-. DERECHO AL TRABAJO  

El artículo 25 de la Constitución de 1991 consagra este derecho en los siguientes términos:  

“ARTICULO 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus 
modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo 
en condiciones dignas y justas..” 

La Honorable Corte Constitucional mediante Sentencia C-296/12, Magistrado Ponente JUAN 
CARLOS HENAO PEREZ, reiteró la línea jurisprudencial manifestando al respecto lo siguiente:  

“…la exigencia de títulos de idoneidad, la Corte ha reiterado en varias de sus sentencias que 
dichos requerimientos son indispensables para acreditar la preparación académica y 
científica de ciertas profesiones y oficios con alta responsabilidad social y que impliquen un 
riesgo social a la comunidad. Del mismo modo se ha establecido que la libertad de 
configuración del legislador está limitada ya que debe estar sometida a la regulación 
legislativa y tiene reserva de ley y no se pueden dar exigencias innecesarias o 
desproporcionadas que den lugar a discriminaciones prohibidas por la Carta. Por otra parte 
se han establecido las restricciones materiales, competenciales y procedimentales en el 
sentido que las medidas adoptadas por el legislador deben ser razonables y proporcionadas, 
que dichas competencias no pueden ser trasladadas al ejecutivo ya que están reservadas al 
Congreso de la República y por último la existencia de límites procedimentales que se 
refieren a que no se puede conceder a los órganos de vigilancia y control de una profesión la 
facultad de crear o suprimir organismos del orden nacional, que no se puede por su propia 
iniciativa reformar los órganos encargados de controlar y vigilar a los profesionales de una 
misma disciplina, cuando son de naturaleza pública y forman parte de la estructura de la 
administración pública. Por último se tiene que defectos relacionados con la mala técnica 
legislativa en la regulación de las profesiones u oficios, una modificación que se hace con 
posterioridad a una reglamentación anterior, o específica de una profesión, así exista una 
reglamentación general y anterior, pueden convertirse en violaciones de forma o fondo que 
ameriten la inconstitucionalidad de la regulación.  

La Honorable Corte Constitucional mediante Sentencia T-156/96, Magistrado Ponente VLADIMIRO 
NARANJO MESA, reiteró la línea jurisprudencial manifestando al respecto lo siguiente:  

“…2. Derecho al trabajo y al libre ejercicio de la profesión  

De conformidad con el artículo 25 de la Constitución Política y la jurisprudencia reiterada de 
esta Corporación, el trabajo es un derecho fundamental y una obligación social que goza de 
la especial protección del Estado. Esta característica de derecho fundamental le otorga al 
trabajo su reconocimiento como atributo de la personalidad jurídica y derecho inherente al 
ser humano, permitiendo que a través de él se le garantice al individuo la posibilidad de 
ejercer libremente una actividad económica, con el fin de asegurar su congrua subsistencia 
en un plano de dignidad y justicia social.  

Sobre el particular, la Corte Constitucional ha señalado:  



"En el Preámbulo del Estatuto Superior y en su artículo 1o, el derecho al trabajo se consagra 
como principio fundante de nuestro Estado Social de Derecho, y objetivo primordial de la 
organización política. Se eleva a la categoría de derecho fundamental que goza de especial 
protección del Estado, según lo indica el artículo 25 ibídem, carácter que ha sido avalado por 
esta Corporación, entre otras, en las Sentencias T-03 de 1992, T-225 de 1992, T-475 de 1992, 
T-483 de 1993 y T-402 de 1994.  

"Al ubicársele dentro de este tipo de derechos, el trabajo debe ser reconocido como un 
atributo de la personalidad jurídica; un derecho inherente al ser humano, que lo dignifica en 
la medida en que a través de él la persona y la sociedad en la que ella se desenvuelve logran 
su perfeccionamiento. Sin el ejercicio de ese derecho el individuo no podría existir 
dignamente, pues es con el trabajo que se proporciona los medios indispensables para su 
congrua subsistencia." (Sentencia No. T-554 de 1995, Magistrado Ponente, doctor Carlos 
Gaviria Díaz).  

El trabajo no es solamente un derecho sino también una obligación que exige de quien lo 
ejerce, determinada aptitud e idoneidad que deben ser reglamentadas por la ley. De allí su 
relación con la libertad de escoger profesión u oficio (art. 26 de la C. P), libertad que a su vez 
se encuentra limitada cuando se trata de actividades que impliquen un riesgo social o exijan 
determinada formación académica, caso en el cual su ejercicio depende de la obtención de 
un título de idoneidad cuya legitimidad depende en ciertos eventos, de tarjetas, matrículas 
o certificados expedidos por el Estado, que den fe de su autenticidad.  

Así entonces, la subsistencia del derecho a escoger profesión u oficio implica una obligación 
correlativa del Estado, que se concreta en la creación de mecanismos y condiciones que 
hagan posible el ejercicio libre de ese derecho. En el caso de las profesiones, sujetas a la 
inspección y vigilancia de las autoridades competentes, esta obligación se traduce en el 
deber de proporcionar los medios para su realización, con el fin de garantizar al profesional 
con título académico su derecho al trabajo.  

En relación con el derecho a ejercer profesión u oficio, esta Corporación ha manifestado lo 
siguiente:  

"No obstante, es importante anotar que el derecho mencionado no existe ni subsiste por sí 
solo, sino que conlleva una obligación correlativa por parte del Estado, cual es la de crear los 
mecanismos y las condiciones que hagan factible el libre ejercicio del derecho, pues de nada 
valdría tener el derecho si no puede hacerse efectivo su goce y ejercicio. Por ello, el Estado 
debe desarrollar los medios que hagan realizable su práctica.  

"En el caso específico en que se crea una profesión y a ella se le impone como requisito para 
su ejercicio obtener un título de idoneidad, el Estado debe ofrecer las garantías y los medios 
necesarios para que quien termine la profesión de que se trate pueda ejercerla libremente. 
De nada valdría obtener el título si por falta de una licencia o matrícula que el mismo 
legislador ha impuesto como condición para su ejercicio no se ejerce la profesión ni se 
desempeñan las funciones que ella demanda." (Sentencia No. T-106 de 1993, Magistrado 
Ponente, doctor Antonio Barrera Carbonell)…”  

 



2. PRESUNCIÓN DE BUENA FE  

El artículo 83 de la Constitución de 1991 consagra este derecho en los siguientes términos:  

“…ARTICULO 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán 
ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que 
aquellos adelanten ante éstas…”  

La Honorable Corte Constitucional mediante Sentencia C-1194/08, Magistrado Ponente RODRIGO 
ESCOBAR GIL, reiteró la línea jurisprudencial manifestando al respecto lo siguiente:  

“… 4. Principio de la buena fe  

En artículo 83 de la Constitución Política establece que “[l]as actuaciones de los particulares 
y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se 
presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas.”  

Esta Corporación tanto en sede de control abstracto[3] como de control concreto[4] de 
constitucionalidad se ha pronunciado con respecto al significado, alcance y contenido de 
este postulado superior.  

La Corte Constitucional ha considerado que en tanto la buena fe ha pasado de ser un 
principio general de derecho para transformarse en un postulado constitucional, su 
aplicación y proyección ha adquirido nuevas implicaciones, en cuanto a su función 
integradora del ordenamiento y reguladora de las relaciones entre los particulares y entre 
estos y el Estado.[5]  

En este orden de ideas la jurisprudencia constitucional ha definido el principio de buena fe 
como aquel que exige a los particulares y a las autoridades públicas ajustar sus 
comportamientos a una conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones que podrían 
esperarse de una “persona correcta (vir bonus)”[6]. En este contexto, la buena fe presupone 
la existencia de relaciones reciprocas con trascendencia jurídica, y se refiere a la “confianza, 
seguridad y credibilidad que otorga la palabra dada” [7]  

En este sentido la Corte ha señalado que la buena fe es un principio que “de conformidad 
con el artículo 83 de la Carta Política se presume, y dicha presunción solamente se desvirtúa 
con los mecanismos consagrados por el ordenamiento jurídico vigente”[8].  

Concretamente con respecto al contenido concreto del artículo 83 superior, debe la Corte 
indicar que conforme con este (i) las actuaciones de los particulares y de las autoridades 
públicas deben estar gobernadas por el principio de buena fe y; (ii) ella se presume en las 
actuaciones que los particulares adelanten ante las autoridades públicas, es decir en las 
relaciones jurídico administrativas.  

Adicionalmente también ha estimado que la presunción de buena fe establecida en el 
artículo superior respecto de las gestiones que los particulares adelanten ante las 
autoridades públicas, es simplemente legal y por tanto admite prueba en contrario.[9]  



Estima la Corte, que en tanto la buena fe es un postulado constitucional, irradia las 
relaciones jurídicas entre particulares, y por ello la ley también pueda establecer, en casos 
específicos, esta presunción en las relaciones que entre ellos se desarrollen.  

Por lo tanto observa la Corte que no se trata por esencia de un principio absoluto, y es por 
ello que la Corte Constitucional también ha admito la posibilidad de que, excepcionalmente, 
la ley establezca la presunción de mala fe, y le atribuya los efectos que considere en cada 
caso, lo cual se traduce en si se admite o no prueba en contrario en cada caso.  

En efecto la Corte se pronunció en el sentido referido en la Sentencia C- 544 de 1994, en la 
que se ocupó de estudiar la constitucionalidad del inciso final del artículo 768 del código Civil 
el cual dispone: "Pero el error en materia de derecho, constituye una presunción de mala fe, 
que no admite prueba en contrario.”  

En esa oportunidad la Corte señaló que “[l]a norma demandada, interpretada a la luz de la 
Constitución, y despojada del efecto estigmatizante de la mala fe, significa que el legislador, 
simplemente, ha querido reiterar, en esta materia, la negativa general a admitir el error de 
derecho. La alusión a la mala fe es un recurso técnico para ratificar el anotado principio y, 
en este sentido, no puede ser inconstitucional.”  

Posteriormente en la Sentencia C-540 de 1995, la Corte analizó la constitucionalidad del 
inciso primero del artículo 769 del Código Civil, conforme con el cual “[l]a buena fe se 
presume, excepto en los casos en que la ley establece la presunción contraria.” En esa 
providencia la jurisprudencia constitucional reconoce de manera expresa 
que“excepcionalmente, la ley puede establecer la presunción contraria, es decir, la 
presunción de mala fe.” Adicionalmente señaló la Corte que:  

“El artículo 769, pues, en concordancia con el artículo 66 del mismo Código Civil, prevé que 
la ley pueda determinar "ciertos antecedentes o circunstancias conocidas" de los cuales se 
deduzca la mala fe. Presunción legal contra la cual habrá o no habrá posibilidad de prueba 
en contra, según sea simplemente legal o de derecho.  

Por lo anterior, es evidente que el artículo 769 no quebranta, ni podría quebrantar, el artículo 
83 de la Constitución.  

Se repite: la Corte, al declarar la exequibilidad del último inciso del artículo 768, aceptó 
implícitamente (y casi explícitamente, pues el artículo 769 se cita en la sentencia C-544/94) 
que el legislador sí puede establecer presunciones de mala fe, sin quebrantar la 
Constitución.”  

Con fundamento en lo anterior concluye la Sala que la ley puede determinar criterios, 
antecedentes, o circunstancias conocidas, de las cuales se deduzca en una situación 
particular, una presunción de mala fe, de naturaleza legal o de derecho, conforme con lo que 
ella misma disponga, y que por tanto admita o no prueba en contrario.  

Recapitulando, es claro para la Corte que si bien el ordenamiento jurídico por regla general 
presume la buena fe de los particulares en sus relaciones, y en las actuaciones que adelanten 
ante las autoridades públicas, este es un principio que no es por esencia absoluto, de tal 



manera que en situaciones concretas admite prueba en contrario, y en este sentido es viable 
que el legislador excepcionalmente, establezca presunciones de mala fe, señalando las 
circunstancias ante las cuales ella procede.  

 

3. DERECHO AL DEBIDO PROCESO.  

El artículo 29 de la Constitución de 1991 consagra este derecho en los siguientes términos:  

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie 
podrá ser juzgado sino conforme a leyes peexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 
tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.  
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable.  
Toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable. 
Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por 
él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin 
dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su 
contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho.  
Es nula de pleno derecho, la prueba obtenida con violación al debido proceso”  
 

La Honorable Corte Constitucional mediante Sentencia T-429/11, Magistrado Ponente JORGE 
IGNACIO PRETELT CHALJUB, reiteró la línea jurisprudencial manifestando al respecto lo siguiente:  

“PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS 
JUDICIALES.  

La Corte Constitucional mediante sentencia C-543 de 1992 declaró la inexequibilidad de los 
artículos 11, 12 y 40 del decreto 2591 de 1991 referidos a la caducidad y competencia 
especial de la tutela frente a providencias judiciales por considerar que contrariaban 
principios constitucionales de gran valía como la autonomía judicial, la desconcentración de 
la administración de justicia y la seguridad jurídica.  

No obstante, reconoció que las autoridades judiciales a través de sus sentencias podían 
desconocer derechos fundamentales, para lo cual admitió como única excepción para que 
procediera el amparo tutelar, que la autoridad hubiese incurrido en lo que denominó, una 
vía de hecho. A partir de este precedente la Corte ha construido una línea jurisprudencial 
sobre el tema, determinando progresivamente los defectos que configuran una vía de hecho. 
Por ejemplo, en la sentencia T-231 de 1994 la Corte dijo Si este comportamiento - 
abultadamente deformado respecto del postulado en la norma - se traduce en la utilización 
de un poder concedido al juez por el ordenamiento para un fin no previsto en la disposición 
(defecto sustantivo), o en el ejercicio de la atribución por un órgano que no es su titular 
(defecto orgánico), o en la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos 
determinantes del supuesto legal (defecto fáctico), o en la actuación por fuera del 
procedimiento establecido (defecto procedimental), esta sustancial carencia de poder o de 
desviación del otorgado por la ley, como reveladores de una manifiesta desconexión entre 
la voluntad del ordenamiento y la del funcionario judicial, aparejará su descalificación como 



acto judicial” En casos posteriores, esta Corporación agregó otros tipos de defectos 
constitutivos de vías de hecho.  

En virtud de esta línea jurisprudencial se subrayó, que todo el ordenamiento jurídico debe 
sujetarse a lo dispuesto por la Constitución en razón a lo dispuesto en el artículo 4 de la Carta 
Fundamental. Y, uno de los efectos de la categoría Estado Social de derecho en el orden 
normativo está referido a que los jueces en sus providencias, definitivamente están 
obligados a respetar los derechos fundamentales.  

De la misma forma, esta Corporación ha sido enfática en señalar que las formas procesales 
no tienen un valor en sí mismas sino que adquieren relevancia en la medida en que logran el 
cumplimiento de un fin sustancial.  

Requisitos generales y especiales de procedencia excepcional de la acción de tutela contra 
sentencias.  

Es importante advertir que, actualmente la configuración de una vía de hecho no sólo 
deviene del desconocimiento grosero y protuberante del orden jurídico por parte de las 
autoridades en sus providencias, sino que también puede estructurarse cuando el juez 
desconoce el precedente judicial o, si en desarrollo de su labor interpretativa le resta 
efectividad a los derechos fundamentales. Por ejemplo, la sentencia T-774 del 2004 refirió 
acerca de la evolución jurisprudencial sobre el concepto de las vías de hecho, ahora 
denominadas causales genéricas de procedibilidad contra providencias judiciales, dijo lo 
siguiente:  

“…el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha 
evolucionado en la jurisprudencia constitucional. La Corte ha decantado los conceptos de 
capricho y arbitrariedad judicial, en los que originalmente se fundaba la noción de vía de 
hecho. Actualmente no “(…) sólo se trata de los casos en que el juez impone, de manera 
grosera y burda su voluntad sobre el ordenamiento, sino que incluye aquellos casos en los 
que se aparta de los precedentes sin argumentar debidamente (capricho) y cuando su 
discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de 
los asociados (arbitrariedad). Debe advertirse que esta corporación ha señalado que toda 
actuación estatal, máxime cuando existen amplias facultades discrecionales (a lo que de 
alguna manera se puede asimilar la libertad hermenéutica del juez), ha de ceñirse a lo 
razonable. Lo razonable está condicionado, en primera medida, por el respeto a la 
Constitución”  

Además, en la sentencia C-590 del 8 de junio de 2005, se hizo alusión a los requisitos 
generales y especiales para la procedencia excepcional de la acción de tutela contra 
providencias judiciales. Sobre los requisitos generales de procedibilidad estableció:  

“Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales 
son los siguientes:  

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se 
mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una 
clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que 



corresponde definir a otras jurisdicciones. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con 
toda claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente 
una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las 
partes.  

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinariosde defensa judicial 
al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio 
iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los 
mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus 
derechos. De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de 
protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas 
autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las decisiones 
inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de las 
funciones de esta última.  

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto 
en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración. De 
lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después 
de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica 
ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las 
desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.  

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un 
efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos 
fundamentales de la parte actora. No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la 
Sentencia C-591-05, si la irregularidad comporta una grave lesión de derechos 
fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse 
como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se genera 
independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por ello hay lugar a la 
anulación del juicio.  

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la 
vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el 
proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible. Esta exigencia es comprensible pues, 
sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su 
naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en 
cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la 
haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender 
la protección constitucional de sus derechos.  

f. Que no se trate de sentencias de tutela. Esto por cuanto los debates sobre la protección de 
los derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si 
todas las sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta 
Corporación, proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por 
decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas.”  



De igual forma, en la sentencia C-590 del 8 de junio de 2005, además de los requisitos 
generales, se señalaron las causales de procedencia especiales o materiales del amparo 
tutelar contra las sentencias judiciales. Estas son:  

“…Ahora, además de los requisitos generales mencionados, para que proceda una acción de 
tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de requisitos o 
causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar plenamente demostradas. En 
este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que proceda una tutela contra una 
sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se 
explican.  

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la 
providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello.  

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al 
margen del procedimiento establecido.  

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la 
aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.  

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas 
inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre 
los fundamentos y la decisión.  

f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por 
parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos 
fundamentales.  

g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar 
cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que 
precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.  

h. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte 
Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una 
ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como 
mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante 
del derecho fundamental vulnerado.  

Violación directa de la Constitución.  

Estos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales involucran la 
superación del concepto de vía de hecho y la admisión de específicos supuestos de procedibilidad 
en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de 
decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales.”  

Es decir, siempre que concurran los requisitos generales y, por lo menos una de las causales 
específicas de procedibilidad contra las providencias judiciales, es procedente ejercitar la acción de 
tutela como mecanismo excepcional por vulneración del derecho fundamental al debido proceso.  



Adicionalmente, señoría ha de tenerse en cuenta que el Consejo de Estado al intervenir dentro de 
las consideraciones de la Sentencia C-875 de 2011, las autoridades administrativas tienen el deber 
de encausar sus actuaciones para el cumplimiento de los fines esenciales del Estado entre los que 
están “asegurar la vigencia de un orden justo”, que se desconoce cuando no se cumplen los términos 
de ley.  

En este mismo sentido, el Procurador General de la Nación, señaló: “…la omisión de la 
administración en resolver los recursos que se interponen contra un acto administrativo 
sancionatorio. En este caso, el silencio administrativo positivo aparece claramente señalado en la 
ley, frente a una facultad que no es ilimitada en el tiempo y que debe ejercerse de conformidad con 
los principios que orientan la función pública, artículo 209 de la Carta…” (Estudio de Exequibilidad 
del artículo 52 de la Ley 1437 de 2011 – Corte Constitucional)  

4. LA BUENA FE Y LA CONFIANZA LEGÍTIMA EN LAS ACTUACIONES DE LOS PARTICULARES. 
REITERACIÓN JURISPRUDENCIAL  

“… El principio de la buena fe se encuentra indudablemente ligado al objetivo fundamental 
de erradicar las actuaciones arbitrarias de parte de las autoridades públicas y de los 
particulares, pues lo que se busca es que las hechos de éstos se aparten de subjetividades e 
impulsos que generen arbitrariedad, y se ciñan a niveles aceptables de certeza y 
previsibilidad.  

En este sentido, el principio de la buena fe ha sido entendido por la Corte como “una 
exigencia de honestidad, confianza, rectitud, decoro y credibilidad que otorga la palabra 
dada, a la cual deben someterse las diversas actuaciones de las autoridades públicas y de 
los particulares entre sí y ante éstas, la cual se presume, y constituye un soporte esencial del 
sistema jurídico (…), de tal suerte que las disposiciones normativas que regulen el ejercicio 
de derechos y el cumplimiento de deberes legales, siempre deben ser entendidas en el 
sentido más congruente con el comportamiento leal, fiel y honesto que se deben los sujetos 
intervinientes en la misma (…). La buena fe incorpora el valor ético de la confianza y significa 
que el hombre cree y confía que una declaración de voluntad surtirá, en un caso concreto, 
sus efectos usuales, es decir, los mismos que ordinaria y normalmente ha producido en casos 
análogos”[13].  

También ha dicho esta Corporación que “el principio de la confianza legítima constituye una 
proyección de la buena fe que debe gobernar la relación entre las autoridades y los 
particulares y permite conciliar, en ocasiones, el interés general y los derechos de las 
personas. Esa confianza legítima se fundamenta en los principios de la buena fe consagrado 
en el artículo 83 de la Constitución Política, en la seguridad jurídica estipulada en los artículos 
1º y 4 del Ordenamiento Superior y en el respeto al acto propio y adquiere una identidad 
propia en virtud de las especiales reglas que se imponen en la relación entre administración 
y administrado”. [14]  

Por tanto, le queda vedada a la Administración cambiar “situaciones jurídicas originadas en 
actuaciones precedentes que generan expectativas justificadas (y en ese sentido legítimas) 
en los ciudadanos, con base en la seriedad que -se presume- informa las actuaciones de las 



autoridades públicas, en virtud del principio de buena fe y de la inadmisibilidad de conductas 
arbitrarias, que caracteriza al estado constitucional de derecho”[15].  

En materia de educación, el principio de la confianza legítima se ha aplicado cuando al 
administrado se le ha generado una expectativa seria y fundada de que las actuaciones 
posteriores de la administración, y en casos excepcionales de los particulares, serán 
consecuentes con sus actos precedentes, lo cual generan una convicción de estabilidad en 
sus acciones.  

La Corte ha revisado casos en los que se ha vulnerado el principio de buena fe y confianza 
legítima en materia de educación superior. En éstos, prima la particularidad de que una vez 
se genere la confianza legítima en los particulares, ésta no puede ser defraudada, so pena 
de vulnerar el principio de la buena fe que debe guiar las actuaciones de todas las 
personas…”  

5. PRINCIPIO DE PRIMACIA DEL DERECHO SUSTANCIAL SOBRE LAS FORMAS  

El artículo 228 de la Constitución de 1991 consagra este derecho en los siguientes términos:  

“…ARTICULO 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son 
independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que 
establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se 
observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será 
desconcentrado y autónomo…”  

La Honorable Corte Constitucional mediante Sentencia T-268/10, Magistrado Ponente JORGE IVÁN 
PALACIO PALACIO, reiteró la línea jurisprudencial manifestando al respecto lo siguiente:  

“…Prevalencia del derecho sustancial sobre las formas. Defecto procedimental por 
“exceso ritual manifiesto”.  

4.1. El artículo 228 de la Constitución Política consagra como uno de los principios de la 
administración de justicia la prevalencia del derecho sustancial. Según esta norma:  

“ARTICULO 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son 
independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que 
establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se 
observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será 
desconcentrado y autónomo.” (Negrillas fuera de texto).  

Por su parte, para las controversias de orden civil, así como aquellas a las que se remite en 
virtud de otros estatutos, el artículo 4° del Código de Procedimiento Civil establece que:  

“ARTÍCULO 4o. INTERPRETACION DE LAS NORMAS PROCESALES. Al interpretar la ley 
procesal, el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad 
de los derechos reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surgen en la interpretación 
de las normas del presente Código, deberán aclararse mediante la aplicación de los 
principios generales del derecho procesal, de manera que se cumpla la garantía 



constitucional del debido proceso, se respete el derecho de defensa y se mantenga la 
igualdad de las partes.” (Negrillas fuera de texto).  

La Corte Constitucional ha señalado que, por disposición del artículo 228 Superior, las formas 
no deben convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, sino que 
deben propender por su realización. Es decir, que las normas procesales son un medio para 
lograr la efectividad de los derechos subjetivos y no fines en sí mismas. Así lo sostuvo en la 
Sentencia C-029 de 1995, precisamente cuando declaró exequible el artículo 4º del Código 
de Procedimiento Civil, antes citado:  

“Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las actuaciones de la 
Administración de Justicia "prevalecerá el derecho sustancial", está reconociendo que el fin 
de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los derechos consagrados en 
abstracto por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los conflictos de 
intereses. Es evidente que en relación con la realización de los derechos y la solución de los 
conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un medio.” (Negrillas fuera 
de texto original).  

En la misma línea, en la Sentencia C-131 de 2002, la Corte se refirió al tema de la 
constitucionalización del derecho procesal de la siguiente manera:  

“2. Uno de los espacios en los que mayor incidencia ha tenido el constitucionalismo es el 
derecho procesal. En la tradición del positivismo formalista el derecho procesal estaba 
desprovisto de una vinculación sustancial con lo que era materia de litigio; se agotaba en 
una ritualidad cuya configuración se realizaba fundamentalmente en la instancia legislativa; 
era ajeno a propósitos que lo conectaran con los fines estatales y la protección de las 
garantías que lo integraban sólo se brindaba en esas actuaciones y bajo los estrechos 
parámetros de protección establecidos por el legislador. Así, no llamaba a interés el hecho 
de que, en materia de derechos, la sustancia que se tenía entre manos se desvaneciera ante 
las ritualidades y formalidades de unos procedimientos que las más de las veces se 
explicaban por sí mismos y que perdían puntos de contacto con lo que era objeto de 
controversia.  

Pero esa dimensión del derecho procesal ha sido superada pues el constitucionalismo ha 
rescatado las garantías centenariamente elaboradas como contenidos del derecho procesal 
para vincularlas inescindiblemente a la realización de las normas sustanciales. Las ha dotado 
de una teleología que no se explica a partir del solo rito o procedimiento sino en relación 
directa con las normas jurídicas que consagran los efectos jurídicos que las partes pretenden. 
Las ha redimensionado para darles ahora el carácter de facultades irrenunciables, 
históricamente consolidadas y positivizadas; esto es, para advertir en ellas derechos 
fundamentales.  

Con ello, ha dotado al proceso de una nueva racionalidad pues ya no se trata de agotar 
ritualismos vacíos de contenido o de realizar las normas de derecho sustancial de cualquier 
manera sino de realizarlas reconociendo esas garantías irrenunciables pues su respeto 
ineludible también constituye una finalidad del proceso. (…)” (Negrillas fuera de texto).  



4.2. Ahora bien, con fundamento en el derecho de acceso a la administración de justicia y en 
el principio de la prevalencia del derecho sustancial, esta Corporación ha sostenido que en 
una providencia judicial puede configurarse un defecto procedimental por “exceso ritual 
manifiesto” cuando hay una renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en 
los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas procesales.  

La línea jurisprudencial relativa al “exceso ritual manifiesto” tuvo su inicio como tal en la 
sentencia T-1306 de 2001. En esa oportunidad la Corte precisó[21]:  

“[L]os jueces deben ser conscientes de la trascendental importancia que tiene el derecho 
procesal en cuanto a medio garantizador de los derechos materiales dentro del marco de un 
debido proceso. En consecuencia, el actuar general debe ser guiado por la coexistencia de 
estas manifestaciones normativas permitiendo que en un marco jurídico preestablecido se 
solucionen los conflictos de índole material. 

Sin embargo, si el derecho procesal se torna en obstáculo para la efectiva realización de un 
derecho sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en darle prevalencia 
a las formas haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien acude a la 
administración de justicia y desnaturalizando a su vez las normas procesales cuya clara 
finalidad es ser medio para la efectiva realización del derecho material (art. 228).  

De lo contrario se estaría incurriendo en una vía de hecho por exceso ritual manifiesto que 
es aquel que se deriva de un fallo en el cual haya una renuncia consciente de la verdad 
jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas 
procesales convirtiéndose así en una inaplicación de la justicia material.” (Negrillas fuera de 
texto original)…”  

En el caso en estudio, se advierte además que la Corte Constitucional se pronunció sobre el respeto 
y garantía de los derechos de quienes nos encontramos en los primeros puestos de las listas de 
elegibles en concursos de carrera administrativa, a través de la Sentencia T-156-12, Magistrada 
Ponente MARÍA VICTORIA CALLE CORREA, en los siguientes términos:  

“…Los derechos constitucionales fundamentales de quienes ocupan los primeros puestos 
en los concursos de méritos desarrollados por las entidades estatales. Reiteración de 
jurisprudencia.  

Esta Corporación ha sentado en numerosas oportunidades su jurisprudencia en el sentido de 
que “las listas de elegibles que se conforman a partir de los puntajes asignados con ocasión 
de haber superado con éxito las diferentes etapas del concurso, son inmodificables una vez 
han sido publicadas y se encuentran en firme”[8], y en cuanto a que “aquél que ocupa el 
primer lugar en un concurso de méritos no cuenta con una simple expectativa de ser 
nombrado sino que en realidad es titular de un derecho adquirido”[9].  

Para la Corte Constitucional, frustrar el derecho legítimo que tienen las personas 
seleccionadas en los procesos de concurso de méritos a ser nombradas en los cargos para 
los cuales concursaron, conlleva una violación de sus derechos al DEBIDO PROCESO, A LA 
IGUALDAD Y AL TRABAJO; en palabras de la Corporación,  



“la Corte mediante la sentencia SU-133 de 1998, sostuvo que se quebranta el derecho al 
debido proceso –que, según el artículo 29 de la Constitución obliga en todas las actuaciones 
administrativas- y se infiere un perjuicio CUANDO EL NOMINADOR CAMBIA LAS REGLAS DE 
JUEGO APLICABLES AL CONCURSO Y SORPRENDE AL CONCURSANTE QUE SE SUJETÓ A 
ELLAS DE BUENA FE. Así mismo, se lesiona el derecho al trabajo cuando una persona es 
privada del acceso a un empleo o función pública a pesar de que el orden jurídico le 
aseguraba que, si cumplía con ciertas condiciones –ganar el concurso-, sería escogida para 
el efecto. En idéntica línea se conculca el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 
de la Constitución, cuando se otorga trato preferente y probadamente injustificado a quien 
se elige sin merecerlo, y trato peyorativo a quien es rechazado no obstante el mérito 
demostrado.”[10]  

En esa misma medida, precisó la Corte que tal curso de acción también “equivaldría a 
vulnerar el principio de la buena fe –Artículo 83 de la Carta- al defraudar la confianza de 
quien se sometió a las reglas establecidas para acceder a un cargo de carrera administrativa 
después de haber superado todas las pruebas necesarias para determinar que él había 
ocupado el primer lugar y, por contera, los derechos adquiridos en los términos del artículo 
58 Superior”[11].  

La jurisprudencia constitucional también ha aclarado en este sentido que las listas de 
elegibles que se encuentran en firme son inmodificables, en virtud del principio 
constitucional de BUENA FE Y DE LA CONFIANZA LEGÍTIMA que ampara a quienes participan 
en estos procesos[12].  

En desarrollo de esta postura, la Corte ha explicado que los actos administrativos que 
establecen LAS LISTAS DE ELEGIBLES, UNA VEZ EN FIRME, CREAN DERECHOS SUBJETIVOS 
DE CARÁCTER PARTICULAR Y CONCRETO QUE NO PUEDEN SER DESCONOCIDOS POR LA 
ADMINISTRACIÓN:  

“cuando la Administración asigna a un concursante puntaje al finalizar cada una de las fases 
que comprende el concurso, expide un acto administrativo de carácter particular y concreto, 
en la medida que surte un efecto inmediato, directo y subjetivo respecto del destinatario; lo 
mismo ocurre cuando consolida dichos resultados mediante la conformación de una lista de 
elegibles; acto administrativo que a pesar de su naturaleza plural en cuanto lo integra un 
conjunto de destinatarios, crea derechos singulares respecto de cada una de las personas 
que la conforman.  

En el caso en estudio la lista de elegibles, en tanto acto administrativo particular, concreto y 
positivo, es creador de derechos, los cuales encuentran protección legal por vía de la teoría 
de la estabilidad relativa del acto administrativo, así como protección constitucional por 
virtud del artículo 58 Superior, en cuyos términos ‘se garantizan la propiedad privada y los 
demás derechos adquiridos con arreglo al as leyes civiles, los cuales no pueden ser 
desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores (…)’. A partir de dicho mandato, la Corte 
Constitucional ha señalado que los derechos subjetivos que han entrado al patrimonio de la 
persona, no pueden ser desconocidos por la ley, salvo que ello sea necesario por motivos de 
utilidad pública e interés social y siempre que medie indemnización previa del afectado[13]. 
(…)  



Cabe agregar que en todo caso, la consolidación del derecho que otorga el haber sido 
incluido en una lista de elegibles, se encuentra indisolublemente determinado por el lugar 
que se ocupó dentro de la lista y el número de plazas o vacantes a proveer.  

Por su parte, la estabilidad de la lista de elegibles en tanto acto administrativo particular y 
concreto se obtiene una vez este haya sido notificado al destinatario y se encuentre en firme 
con carácter ejecutivo y ejecutorio –Artículo 64 del C.C.A.-, caso en el cual no podrá ser 
revocado por la Administración sin el consentimiento expreso y escrito del particular –
Artículo 73 del C.C.A.-, salvo que se compruebe que el acto ocurrió por medios ilegales o 
tratándose del silencio administrativo generador de actos fictos en los términos del artículo 
69 del mismo estatuto sea evidente su oposición a la Constitución Política o a la Ley, 
contrario al interés público o social o cause agravio injustificado a una persona.  

Lo cierto es que una vez en firme, el acto administrativo que contiene la lista de elegibles no 
puede ser modificado en sede Administrativa, sin perjuicio de la posible impugnación que se 
surta en sede judicial por fraude o incumplimiento de los requisitos de la convocatoria. Por 
ello, cuando el nominador designa para desempeñar un cargo de carrera a una persona que 
ocupó un puesto inferior dentro de la lista de elegibles, desplazando a quien la antecede por 
haber obtenido el mejor puntaje, lesiona sin lugar a dudas derechos fundamentales, entre 
ellos, el de igualdad, el derecho al trabajo y el debido proceso. Como también se lesionan los 
derechos fundamentales de quienes ocupan los primeros lugares en las listas de elegibles 
cuando se reconforman dichas listas sin existir justo título que así lo autorice”[14]…” 
(Subrayado, resaltado y mayúsculas fuera del texto)  

 

PRETENSIONES 

Con apoyo en todo cuanto se ha dejado dicho, solicito señoría, acceder a las siguientes peticiones: 

Primera-.  TUTELAR los derechos FUNDAMENTALES AL TRABAJO, A LA PRESUNCIÓN DE LA 
BUENA FE, AL DEBIDO PROCESO, a LA CONFIANZA LEGÍTIMA y a la IGUALDAD de 
ELSA VELASCO LOPEZ, los cuales vienen siendo vulnerados en las circunstancias de 
modo, tiempo y lugar que se dejaron descritas en esta acción.  

Segunda-.  ORDENAR a COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL - UNIVERSIDAD LIBRE- 
MINISTERIO DE TRANSPORTE, proceda dentro del término que su digno despacho 
disponga lo que señala el artículo 2.2.2.5.1 del Decreto 1083 de 2015 - Estatuto de 
Carrera Administrativa, como el artículo 3 de la Resolución 0005045 de 2018 del 
Ministerio de Transporte - Manual de funciones, respetando los DERECHOS DE 
CARRERA ADMINISTRATIVA a que alude el marco normativo aplicable a la 
administración pública, sin más DILACIONES ni JUSTIFICACIONES que impidan 
garantizar el mérito obtenido.  

Tercera-.  Advertir a las directivas del COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL - 
UNIVERSIDAD LIBRE- MINISTERIO DE TRANSPORTE, se abstenga de desplegar 
comportamientos similares, atentatorios de los derechos fundamentales del 
accionante en especial los DERECHOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA, so pena de 



verse sometida a las sanciones pertinentes para el caso y previstas en el Decreto 
2591 de 1991.  

 

PRUEBAS 

Para que obren como elementos de convicción, con esta demanda, solicito sean tenidos en cuenta 
los siguientes:  

 Fotocopia de mi cédula de ciudadanía  
 Fotocopia de la lista de verificación de documentos de formación.  
 Fotocopia del resultado detallado de la prueba  
 Reclamación resultados de VMR – No admitido  
 Listado de equivalencias  
 
 

COMPETENCIA 

Es usted Señor Juez competente para conocer del asunto, por la naturaleza de los hechos, por tener 
jurisdicción en el domicilio del particular accionado y de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 
1382 de 2000.  

DECLARACIÓN JURADA 

Atendiendo lo dispuesto por el Decreto 2591 de 1991, en su artículo 37, bajo la gravedad del 
juramento declaro que por estos mismos hechos e invocando iguales derechos y en contra del 
mismo particular, no se ha promovido por mi parte otra Acción de Tutela.  

NOTIFICACIONES 

Para los efectos de rigor, manifiesto que las notificaciones, en este asunto, pueden cumplirse de la 
siguiente manera:  

El Accionante ELSA VELASCO LOPEZ en la TRANSVERSAL 52 B # 2 A 63 Primer piso, teléfono: 
3206991520 correo electrónico velasco987@hotmail.com  

La Accionada COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, UNIVERSIDAD LIBREMINISTERIO DE 
TRANSPORTE. 

 

Del Señor Juez, 

 

 

ELSA VELASCO LOPEZ 
C.C. No.34.558.250 


